PROYECTO DE RESOLUCIÓN

La Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires

RESUELVE

Expresar su profunda preocupación y su desacuerdo ante el fallo discrminatorio y homófobo de la Sala Primera del Tribunal de Casación Penal de la Provincia de Buenos Aires, por el cual los Jueces Benjamín Ramón Sal Llargués y Horacio Daniel Piombo resuelven reducir la pena de un hombre que abusó sexualmente de un niño de 6 años por considerar que la víctima era homosexual y estaba acostumbrada a vivir situaciones de abuso.  



FUNDAMENTOS

En el año 2012, el Tribunal Oral en lo Criminal N° 3 de San Martín condenó a seis años de prisión a Mario Tolosa, vicepresidente del Club Florida de la localidad de Vicente López, por “abuso sexual gravemente ultrajante” de un niño de 6 años que concurría  a dicho establecimiento. A mediados de 2014, el caso llegó por recurso al Tribunal de Casación Penal, donde los Jueces Horacio Piombo y Benjamín Sal Llargués resolvieron reducir la pena del pedófilo a tres años y dos meses, calificándolo como “abuso sexual simple”. Entre los argumentos esgrimidos[footnoteRef:2] para fundamentar dichas modificaciones, se encuentra la aseveración de que el niño es homosexual y “ya demostraba familiaridad en la disposición de su sexualidad”, así como “una precoz elección de esa sexualidad”. Para estos Jueces, las supuestas vivencias anteriores del niño (que no han sido demostradas ni denunciadas) harían de esta segunda ocasión de abuso una experiencia que no sería “tan ultrajante”, descartando asimismo el agravante de “aprovechamiento de estado de indefensión de la víctima” porque el abusador no sabía que el niño ya había sido violado. [2:  “Finalmente, es claro que la elección sexual del menor, malgrado la corta edad, a la luz de los nutridos testimonios de sus próximos, ya habría sido hecha (conforme a las referencias a la recurrencia en la oferta venal y al travestismo). Ignoro en qué medida tenga esta aproximación que permiten formular esos aportes su causa en el pasado más remoto del pequeño niño cuyo padre fuera preso por abusador y cuya madre lo abandonara a merced de una abuela que -con todo- no ha demostrado (el fallo lo destaca) demasiado interés en el desarrollo del mismo. Es por ello que creo que -ausente toda otra imputación referida a un torcimiento del desarrollo sexual del menor- efectivamente el imputado ha tenido para con este infortunado niño comportamientos lascivos, pero a la luz de todo lo dicho y sobre todo en virtud de que la figura excogitada reclama que el abuso sexual haya resultado en concreto gravemente ultrajante, es que debo conceder que no creo que este carácter tan expresamente definitorio de este supuesto de abuso haya concurrido contingentemente. Me afecta al respecto una insondable duda que tiene por base esa familiaridad que el niño ya demostraba en lo que a la disposición de su sexualidad se refiriera. En todo caso y a esa corta edad, transitaba una precoz elección de esa sexualidad ante los complacientes ojos de quienes podían (y debían) auxiliarlo en ese proceso. (…) Llamado a tasar la pena a la luz de la escala penal aplicable, presentes las circunstancias atenuantes debo descartar la agravante de aprovechamiento de la indefensión de la víctima puesto que no consta que el imputado conociera que el padre de la misma estaba preso y que la madre lo había abandonado como que quienes estaban a cargo de ella no le prestaran la debida atención. Estimo que la pena debe reducirse a la de tres años y dos meses de prisión (…)” Extracto del texto del fallo completo, disponible en: http://es.scribd.com/doc/265771309/Fallo-completo-Piombo-Sal-Llargues
] 

El fallo en cuestión constituye una violación de la Convención de los Derechos del Niño y de los Pactos Internacionales de Derechos Humanos que en nuestro país tienen jerarquía constitucional tras la Reforma de 1994. Pero además implica en sí mismo una interpretación discriminatoria de las normas: estos jueces fundamentan el cambio hacia una calificación de menor punibilidad sobre la base de la supuesta sexualidad de un niño de tan solo seis años de edad, legitimando así un delito aberrante como el abuso de menores por las condiciones en las que se encontraba la víctima.
Cabe destacar que el Juez Horacio Piombo cuenta en su haber con un historial de reducción de penas para los acusados en casos de violaciones a menores y de femicidios, en 2014, 2012, 2011 y 2006, entre otros. En 2011, este magistrado falló a favor de la libertad de un pastor condenado por el abuso sexual de dos niñas de 14 y 16 años. Piombo justificó su decisión alegando que no había configuración del delito de corrupción de menores dado que se trataba de “mujeres que viven en comunidades en las que el nivel social acepta relaciones a edades muy bajas” y que “además poseían experiencia sexual”. 
Como si esto no fuera suficiente, Piombo fue funcionario de la última dictadura cívico-militar, nombrado para desempeñar en forma interina la Fiscalía de las Cámaras de Apelaciones del Departamento Judicial de La Plata durante mayo, junio y julio de 1976, y luego, en pleno auge de la dictadura, fue titular del Juzgado en lo Criminal y Correccional Nº 8 del mismo departamento. Su actuación durante este período no ha sido esclarecida, aunque en los juicios del Centro Clandestino de Detención “La Cacha” y de la Unidad Nº9 de La Plata se lo ha implicado en testimonios y pruebas documentales del rechazo de los habeas corpus presentados por familiares de desaparecidos, que el poder judicial llevaba adelante como procedimiento habitual dirigido a desalentar la vía judicial.
Entendemos que es necesario el rechazo y el repudio al fallo de estos jueces que perpetúan la discriminación, la homofobia y la estigmatización de la pobrez, no sólo por parte de esta Honorable Cámara sino de toda la sociedad, y es en virtud de todo lo expuesto que solicitamos a los y las legisladores acompañen la presente Resolución.-

